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Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la defensa de Cristina
Fernández de Kirchner, Máximo Carlos Kirchner, Romina de los Ángeles
Mercado y Patricio Pereyra Arandia en la causa Fernández de Kirchner, Cristina
y otros s/ incidente de recurso extraordinario", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:        

1º) Que, encontrándose elevadas a juicio las causas n° 11352/2014
y n° 3732/2016 que tramitan conjuntamente, conocidas respectivamente como
“Hotesur” y “Los Sauces”, el Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 5 resolvió
-en lo que aquí interesa y por mayoría- sobreseer a Cristina Elisabet Fernández
en orden al hecho que fuera calificado como delito de lavado de activos y
admisión de dádivas, en concurso ideal; a Máximo Carlos Kirchner, Romina de
los Ángeles Mercado y Patricio Pereyra Arandia por el hecho que fuera
calificado como delito de lavado de activos; y a Máximo Carlos Kirchner y a
Romina de los Ángeles  Mercado por  el hecho que fuera calificado como delito
de asociación ilícita (arts. 336, inc. 3, y 361 del Código Procesal Penal de la
Nación, en adelante CPPN). Asimismo, declaró la imposibilidad de proseguir el
trámite de las actuaciones respecto de Cristina Fernández de Kirchner por el
delito de asociación ilícita, por considerar que se había conculcado la garantía
del  (arts. 1° del CPPN, 8.4 de la Convención Americana sobrene bis in idem
Derechos Humanos y 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos).

2°) Que, contra dicha resolución, el representante del Ministerio
Público Fiscal de la Nación interpuso recurso de casación.

El 18 de septiembre de 2023, la Sala I de la Cámara Federal de
Casación Penal, integrada por dos magistrados en los términos del art. 30 bis,
último párrafo, del CPPN, en lo que será relevante, hizo lugar a la impugnación

Buenos Aires, 16 de diciembre de 2024



2

interpuesta por la parte acusadora y, en consecuencia, casó la sentencia
recurrida, revocó el sobreseimiento de los imputados y devolvió las actuaciones
para el cumplimiento de los actos procesales pendientes de producción (arts.
456, 470, 471, 530 y sgtes. del CPPN).

El control realizado por la Cámara Federal de Casación Penal
comenzó por analizar la pertinencia, en el caso, de aplicar el art. 361 del CPPN,
con base en el cual los jueces del tribunal de mérito habían dictado los
sobreseimientos recurridos, tras sostener la existencia de “nuevas pruebas” que
tornaban evidente la inexistencia de delito e innecesario el debate.

El  comenzó por destacar que, la “etapa natural” para ela quo
dictado de un sobreseimiento, de acuerdo con lo establecido en el art. 336 del
CPPN, es la de la instrucción. Luego aclaró que, una vez iniciada la etapa de
juicio, el sobreseimiento solo procede durante el desarrollo de los actos
preliminares y en función de lo previsto en los arts. 361 o 339, inc. 2, en función
del art. 358, del cuerpo legal citado.

Tras dejar en claro que el art. 361 del CPPN prevé una vía
excepcional de extinción del proceso durante los actos preliminares al debate,
resaltó que ello encuentra su justificación en la aparición de circunstancias
novedosas, de las que se desprende, por evidente, la innecesariedad de llevar a
cabo el juicio oral. De este modo, rechazó que, por medio de lo previsto en el
art. 361 del código de rito, se admita la posibilidad que en la etapa del juicio,
pero antes del debate oral, se lleve a cabo una reevaluación o una valoración
diferente de los elementos de prueba recolectados durante la instrucción. 

A partir de esa interpretación, analizó si las circunstancias en las
que el tribunal de mérito se basó para sustentar la aplicación del sobreseimiento
previsto en el art. 361 del CPPN poseían las características que, de acuerdo con
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su punto de vista, eran necesarias para que pudiera aplicarse esa norma, esto es:
si podían ser consideradas como “pruebas” y si eran “novedosas” para el
tribunal de juicio.

En tal sentido, respecto de los requerimientos de elevación a juicio
en las causas n° 5048/2016 y n° 4943/2016 (conocidas como “Obra Pública” y
"Oil Combustibles”, respectivamente) que fueran valoradas por el tribunal oral
como los elementos dirimentes para resolver en el sentido señalado, el a quo
rechazó que pudieran ser considerados como “pruebas”. En efecto, le dio la
razón al fiscal recurrente en cuanto a que, para que algún elemento pueda ser
considerado una prueba o poseer la calidad de probatorio, “debe constituir una
razón epistémica, es decir, debe proveer cierto dato cognitivo y/o información
sobre una determinada proposición fáctica [y] debe tener aptitud o relevancia
para sustentar la veracidad de una determinada proposición fáctica” (pág. 57 de
la copia de la sentencia apelada).

Agregó, en esa línea de razonamiento, que el requerimiento de
elevación a juicio, por el contrario, contiene la acusación de una de las partes del
proceso penal y que, por tanto, debía ser probada o sujeta a comprobación o
refutación en el debate oral y público. Sostuvo también que fue el propio
tribunal de mérito el que advirtió explícitamente en la sentencia impugnada que
los elementos en cuestión “podrían no ser tildados necesariamente de
probatorios” y que, pese a ello, no brindó una fundada justificación sobre la
irrelevancia de ese requisito formal para la aplicabilidad del sobreseimiento
anticipado (pág. 60 de la copia de la sentencia apelada).

Además, afirmó que “las circunstancias valoradas en la resolución
para concluir en los temperamentos remisorios no resultan inequívocas, sino que
lucen por demás controvertidas” (pág. 61 de la copia de la sentencia apelada).
En esa línea se destacó que “aún frente a una interpretación amplia del art. 361
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del CPPN, no se ha justificado suficientemente la necesidad de la conclusión a la
que arribaron los jueces que votaron de forma coincidente dado que su
razonamiento, además de haberse fundado en cuestiones de valoración
sumamente debatibles, en definitiva, carece de sustento en prueba novedosa
alguna” (pág. 61 de la copia de la sentencia apelada).

En síntesis, sostuvo que “los magistrados se expidieron por la
pertinencia de ese análisis tomando como punto de partida la opinión exhibida
por una de las partes del proceso en otros expedientes y no, como reclama la
normativa y a diferencia de lo ocurrido en 'Vanoli Long Bioca', en algún
elemento probatorio. Esta circunstancia determina, en tanto no se verifica el
presupuesto requerido por la norma en cuestión, la impertinencia de habilitar esa
discusión” (pág. 59 de la copia de la sentencia apelada).

Finalmente, luego de agregar una referencia a los déficits lógicos y
normativos en la conclusión a la que se había arribado en la sentencia
impugnada con relación a la imputación vinculada al ofrecimiento y admisión de
dádivas,  consideró que los argumentos que había desarrollado eran suficientes
para fundar la decisión adoptada y entendió que no correspondía, por tanto,
expedirse sobre las restantes cuestiones planteadas, a fin de no adelantar opinión
sobre asuntos que a futuro puedan suscitarse.

3°) Que, contra lo decidido por la Sala I de la Cámara Federal de
Casación Penal, la defensa de Cristina Fernández de Kirchner, Máximo Carlos
Kirchner, Romina de los Ángeles Mercado y Patricio Pereyra Arandia dedujo
recurso extraordinario federal, el que fue declarado inadmisible por no dirigirse
contra una sentencia definitiva ni equiparable a tal y por no alegarse una
cuestión federal. Dicha denegatoria fue objeto del recurso de hecho en examen.
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La defensa entendió que estaba ante una sentencia equiparable a
definitiva pues, afirmó, lo decidido irroga un gravamen de imposible, tardía o
insuficiente reparación ulterior al ordenar la prosecución del trámite con base en
una arbitraria interpretación de la ley procesal, esto es, del art. 361 del CPPN  y
afirmó que ello vulneraba el derecho de los imputados a obtener una decisión
jurisdiccional que ponga fin al proceso penal en un plazo razonable. Agregó que
no solo se estaba ante un supuesto de privación de justicia, sino también que
mediaba un caso de gravedad institucional, ya que se trataba de un proceso que
“excede el interés individual de las personas que representa[n] y se proyecta
sobre ámbitos de discusión pública” (págs. 35/6 de la copia del recurso
extraordinario).

Como cuestiones federales sostuvo la violación a la garantía del
juez natural, la arbitrariedad normativa, la vulneración del derecho a ser
juzgados dentro de un plazo razonable y del doble conforme.

En relación con la primera, señaló que ella se había configurado en
tanto la Sala I de la Cámara Federal de Casación Penal, que revocó el
sobreseimiento, se había integrado solo con dos de sus tres miembros. En ese
sentido, argumentó que lo previsto por el art. 30 bis del código de rito, en el que
se basó esta práctica, adolece de “dudosa constitucionalidad” y consideró que,
como el tribunal no estuvo plenamente constituido, la decisión tomada por los
dos jueces firmantes es nula. En esta línea, adujo que la garantía de juez natural
en un tribunal colegiado solo se satisface con la conformación total de sus
miembros.

Para fundar la arbitrariedad alegada, el apelante sostuvo que el art.
361 del CPPN habilita al tribunal de juicio al dictado del sobreseimiento, sin
necesidad de realizar el debate, cuando fuera evidente la falta de fundamento de
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la pretensión punitiva, lo que entendió en el caso se verificaba a partir de las
razones que allí consignó y por las que concluyó que se daba el supuesto de que
el imputado “ ”obrare exento de pena en virtud de una ley penal más benigna
(pág. 28 de la copia del recurso extraordinario).

Por último, la defensa sostuvo que la decisión recurrida afectó la
garantía del “doble conforme”, prevista en los arts. 8.2.h de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos. Con cita en el precedente “Casal” (Fallos: 328:3399) de esta
Corte, y lo establecido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos,
afirmó que el derecho de obtener una revisión judicial seria e íntegra recaía
sobre toda resolución trascendente adoptada en el marco de un expediente penal.

4º) Que, como se recordó en el precedente “Di Nunzio” (Fallos:
328:1108), el examen de admisibilidad del recurso extraordinario constituye una
cuestión previa, que obliga a esta Corte a considerar si al momento de su
interposición se han fundado adecuadamente las cuestiones que, como de
carácter federal, se invocan (en igual sentido, Fallos: 320:2118). Asimismo, el
Tribunal debe analizar si el recurso contiene una demostración acabada de que
se encuentran reunidos los demás requisitos necesarios para habilitar la
competencia apelada de esta Corte, entre los que está el carácter definitivo, o
equiparable a tal, de la decisión recurrida (Fallos: 312:2348; 325:2623;
329:2903, entre otros).

Por su parte, de acuerdo con lo prescripto por el art. 15 de la ley 48
y por una asentada jurisprudencia del Tribunal, el recurso extraordinario federal
debe satisfacer el requisito de fundamentación autónoma a fin de que esta Corte
pueda tratar los agravios que se pretenden traer a su conocimiento y, por ello, su
incumplimiento implica la inadmisibilidad del recurso (Fallos: 315:142;
325:1478; 326:1478; 344:81; 345:89, entre muchos otros). Concretamente, la
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fundamentación autónoma requiere que el escrito de interposición del recurso
extraordinario contenga un relato prolijo de los hechos de la causa de relevancia
principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de
naturaleza federal mediante una crítica concreta y razonada de los argumentos
en que se basó la sentencia que se impugna (Fallos: 310:2937; 312:389;
323:1261; 328:4605, entre otros), sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva
crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento
apelado (Fallos: 325:1905; 326:2575, entre otros), pues resulta exigible rebatir
todos y cada uno de los argumentos en que el juzgador se apoyó para arribar a
las conclusiones de que el apelante se agravia (Fallos: 311:542; 328:4605;
343:1277; 344:81; 345:89, entre otros). No resulta una refutación suficiente, por
lo tanto, la mera aserción de un criterio interpretativo distinto del seguido en la
sentencia recurrida (conf. Fallos: 318:1593; 323:1261; 327:4622; 327:4813;
330:2639, entre otros). Como consecuencia de lo anterior, y dado que tales
deficiencias no pueden ser subsanadas en el recurso de hecho (Fallos: 312:255;
324:1518; 344:81, entre otros), cuando el recurso extraordinario no cumple con
el requisito de fundamentación autónoma, la queja debe ser desestimada (Fallos:
312:626; 314:117; 328:795; 329:734, entre otros).

5º) Que de conformidad con lo normado en el art. 14 de la ley 48 y
constante jurisprudencia del Tribunal, para la admisibilidad del recurso
extraordinario federal se exige que este se dirija contra una sentencia definitiva o
equiparable a tal por producir un gravamen de imposible o muy difícil
reparación ulterior (Fallos: 137:352; 208:125; 312:2348; 325:2623; 329:2903;
345:1325). Tal recaudo de admisibilidad formal es previo al análisis de los
agravios de fondo traídos por el apelante y no puede ser suplido por la
invocación de la vulneración de garantías de orden constitucional ni de la
arbitrariedad del pronunciamiento (doctrina de Fallos: 322:2920; 325:3476;
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327:2048; 328:4589; 329:984; 329:2903; 330:1076; 330:2140; 346:846; 347:2).
La desestimación del recurso por no dirigirse contra una sentencia definitiva o
equiparable a tal nada adelanta sobre el acierto o desacierto de la decisión
apelada pues, de conformidad con la constante jurisprudencia de este Tribunal,
en tanto subsistan los agravios del recurrente, las cuestiones federales resueltas
en autos no definitivos pueden ser traídas por recurso extraordinario a
conocimiento de esta Corte una vez dictada la sentencia definitiva (Fallos:
191:261; 244:279; 308:723; 311:667; 313:511; 326:2986; 327:836).

Tal recaudo no constituye un mero detalle técnico sino que apunta
a la base de la competencia de esta Corte Suprema, la que debe cumplir su
actividad jurisdiccional conforme a las reglas constitucionales y legales que
determinan su funcionamiento, tal como prescribe el art. 117 de la Constitución
Nacional. Pues como recordó recientemente este Tribunal en “Kirchner, Carlos
Santiago” (Fallos: 345:440), “la carencia de ciertas pautas de admisibilidad
como la regla general del recaudo de sentencia definitiva, o una aplicación
desmesurada de sus excepciones, conduciría a ‘desnaturalizar’ la función del
recurso extraordinario y a ‘convertirlo en una nueva instancia ordinaria de todos
los pleitos que tramitan ante todos los tribunales del país’ (cf. “Bacci”, Fallos:
179:5, y arg. “Rosenvald”, Fallos: 151:48). De tal manera, velar por la
observancia del requisito de sentencia definitiva es velar por el rol institucional
de este Máximo Tribunal”.

Por ello, todo recurso extraordinario federal debe demostrar, con la
debida fundamentación autónoma, que se verifican los recaudos de
admisibilidad que habilitan la competencia apelada extraordinaria de este
Tribunal.        
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6°) Que el recurso extraordinario no demuestra que se dirige
contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, por lo que es inadmisible
(arts. 14 y 15 de la ley 48).

Como se explicó precedentemente, los argumentos esgrimidos por
la recurrente referidos a la arbitrariedad de la sentencia no sustituyen el
cumplimiento de aquel requisito.

Los recurrentes no han demostrado que la decisión apelada
ocasione un perjuicio de imposible o insuficiente reparación ulterior, más allá
del que irroga todo proceso penal, que permita su equiparación (Fallos:
310:1486; 311:1781; 312:573; 312:575; 312:577; 312:1503; 316:2063;
330:4103, entre muchos otros). No basta para ello la aislada afirmación de la
defensa relativa a que la dilación “injustificada” de la conclusión del proceso
“ocasiona severos perjuicios al legítimo ejercicio de los derechos de nuestros
defendidos, los cuales no son susceptibles de ulteriores subsanaciones” (pág. 4
de la copia del recurso extraordinario).

Tampoco demuestra que el recurso se dirige contra una sentencia
definitiva o equiparable a tal la mera invocación de la garantía de los imputados
a ser juzgados dentro de un plazo razonable. Ello en tanto tal garantía no guarda
vínculo directo con la demostración del carácter definitivo de la decisión en
relación con la invocada vulneración de la garantía de la aplicación de la ley
penal más benigna.

A su vez, tampoco surge mínimamente fundada la alegada
afectación al derecho a ser juzgados en un plazo razonable, de modo tal que
permita equiparar lo resuelto a una sentencia definitiva en los términos en que lo
ha reconocido la jurisprudencia del Tribunal (Fallos: 327:327 y 332:1512, entre
muchos otros). Tal agravio fue presentado mediante una aseveración genérica
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sin referencias concretas a este trámite que permitan su consideración, además
de que no fue formulado en forma independiente y concreta sino articulado
como una mera consecuencia que naturalmente se sigue de lo resuelto, esto es,
la continuación del proceso.

Por otra parte, la cita descontextualizada de Fallos: 326:697
tampoco es suficiente a esos efectos, dado que en autos no media una situación
de privación de justicia análoga a la verificada en tal precedente, en el que se
había desglosado del expediente el escrito de contestación de demanda y
ofrecimiento de pruebas, dejando al recurrente en un estado de indefensión. La
continuación del proceso ordenada por la sentencia apelada decidida luego del
trámite previsto legalmente, en nada se asimila a las circunstancias tenidas en
cuenta en la sentencia citada.

7°) Que la defensa tampoco ha justificado que se hubiera
configurado un supuesto de violación de la garantía del juez natural por la forma
en que se integró la Sala de la Cámara Federal de Casación Penal que exija la
intervención anticipada de esta Corte y, de tal modo, permita fundar la
equiparación de lo resuelto con una sentencia definitiva. Ello es así, de
conformidad con los fundamentos desarrollados en el pronunciamiento dictado
en el expediente CFP 14305/2015/TO1/24/3/1/RH26 “Fernández de Kirchner,
Cristina y otros s/ incidente de recurso extraordinario”, sentencia del 5 de
diciembre de 2024.

8°) Que la parte recurrente tampoco ha demostrado que su agravio
vinculado con la arbitrariedad de la interpretación efectuada por la cámara en
relación con los presupuestos del art. 361 del CPPN permita configurar una
excepción a la falta de definitividad de lo resuelto.



 

 

CFP 11352/2014/TO1/26/1/1/RH13
Fernández de Kirchner, Cristina y otros s/
incidente de recurso extraordinario.

Corte Suprema de Justicia de la Nación
 

 

 

11

Ha invocado que la citada norma habilita el sobreseimiento de los
justiciables en la etapa procesal por la que transita este expediente cuando “el

” (pág.imputado obrare exento de pena en virtud de una ley penal más benigna
28 de la copia del recurso extraordinario), pero esa caracterización prescinde de
los términos de aquella disposición procesal, en tanto se trata de una cita
meramente parcial de la norma y, además, contiene un error en la transcripción
que resulta relevante en términos de la fundamentación del planteo. Se
desentiende, además, de los fundamentos brindados por el  relativos a quea quo
el instituto del sobreseimiento con anterioridad al juicio oral y público se asienta
en la presentación de elementos novedosos, con base en una inteligencia del art.
361 del CPPN –por regla reservada a los tribunales de la causa y ajena al
remedio federal intentado– y sin que la defensa haya demostrado fundadamente
que su agravio ataña a la definitividad de lo resuelto.

En consecuencia, el agravio referido a la omisión de aplicar la ley
penal más benigna no tiene entidad suficiente para mostrar que la sentencia sea
equiparable a definitiva, ya que depende de cuestiones de hecho, prueba y
derecho común que solo pueden quedar determinadas de modo definitivo con
posterioridad al juicio oral y público en el que se debata, con pleno respeto de la
garantía de la defensa en juicio, sobre los hechos presentados como delictivos.
De tal acto procesal dependerá la determinación de los hechos comprobados del
caso, la calificación legal que definitivamente corresponda aplicar y la
naturaleza de esos delitos, presupuesto necesario para el correcto análisis de la
invocada aplicación ultraactiva de la ley penal más benigna. En virtud de ello,
no corresponde en esta oportunidad abrir juicio alguno respecto de tal agravio.

9°) Que, por otro lado, no satisface el recaudo de debida
fundamentación el planteo relacionado con la violación al derecho a la doble
conformidad judicial. Tal agravio carece de todo desarrollo, incurriendo en
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afirmaciones dogmáticas como fuente de sus aseveraciones, pues no explica por
qué, según la recta inteligencia otorgada por este Tribunal a la citada garantía,
correspondía que otro tribunal revisara la decisión apelada. A ello cabe agregar
que la defensa se limita en el recurso extraordinario a citar el precedente “Casal”
(Fallos: 328:3399), en el que no estaba debatida la naturaleza definitiva de la
sentencia apelada.

10) Que, finalmente, cabe agregar que no se ha demostrado un
supuesto de gravedad institucional —con la precisión y concreción que es dable
exigir en este tipo de alegaciones— a fin de sortear la ausencia de una decisión
definitiva o equiparable a tal. De tal modo, también respecto de este planteo el
recurso carece de la fundamentación autónoma exigida por el art. 15 de la ley
48. Como tiene dicho este Tribunal, si se invoca gravedad institucional el
interesado tiene una particular carga de justificación (Fallos: 306:538; 312:575;
312:1484, entre otros). Dicha carga no se ha satisfecho en el caso, en tanto el
planteo no se basa en un serio y concreto razonamiento que demuestre la
concurrencia de aquella circunstancia. Así, no basta afirmar genéricamente que
acude en la especie un caso de gravedad institucional en tanto “este proceso
excede el interés individual de las personas que representamos y se proyecta
sobre ámbitos de discusión pública” (pág. 37 de la copia del recurso
extraordinario).

La gravedad institucional se vincula con la trascendencia de la
sentencia apelada y, en su caso, con la necesidad impostergable de que esta
Corte haga una declaratoria sobre el punto en discusión. No toda decisión
dictada en un caso de trascendencia es en sí misma trascendente, ni reviste
gravedad institucional. En el caso no se elabora prolijamente por qué la decisión
del  de revocar el sobreseimiento y continuar con el proceso tendría una quo
efecto que excedería el interés de las partes y alcanzaría a la comunidad toda o
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afectaría las instituciones básicas de la Nación, tal como exige la jurisprudencia
de esta Corte sobre la materia (Fallos: 345:440, considerando 23). En suma, no
se advierte la existencia de un supuesto de gravedad institucional en virtud de la
revocatoria del sobreseimiento dictado en los términos del art. 361 del CPPN,
toda vez que tal objeción solo se ha hecho en términos genéricos y en forma que
no satisface el requisito de fundamentación del recurso extraordinario exigible
de acuerdo con el art. 15 de la ley 48 y la reiterada doctrina de la Corte (Fallos:
325:1905).

11) Que, en definitiva, y de conformidad con lo precedentemente
expuesto, la defensa no ha logrado demostrar un agravio actual, concreto y real,
diferente al mero hecho que implica el sometimiento al proceso penal de los
aquí recurrentes, razón por la cual la sentencia apelada no constituye una
sentencia definitiva ni es equiparable a tal, y no se verifica circunstancia
excepcional alguna que justifique la intervención de esta Corte (art. 14 de la ley
48).

Por ello, se desestima la queja. Intímese a la parte recurrente a que,
dentro del quinto día de notificada, efectúe el depósito que dispone el art. 286
del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a disposición del Tribunal,
bajo apercibimiento de ejecución. Notifíquese y, oportunamente, archívese.
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VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON RICARDO LUIS
LORENZETTI

Considerando:

Que el recurso extraordinario, cuya denegación motivó esta queja,
no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal (art. 14 de la ley
48).

Por ello, se desestima la presentación directa. Intímese a la parte
recurrente a que, dentro del quinto día de notificada, efectúe el depósito que
dispone el art. 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a
disposición del Tribunal, bajo apercibimiento de ejecución. Notifíquese y,
oportunamente, archívese.



 

 

CFP 11352/2014/TO1/26/1/1/RH13
Fernández de Kirchner, Cristina y otros s/
incidente de recurso extraordinario.

Corte Suprema de Justicia de la Nación
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Recurso de queja interpuesto por Cristina Fernández de Kirchner, Máximo Carlos Kirchner,
, asistidos por los Romina de los Ángeles Mercado y Patricio Pereyra Arandia doctores Carlos

Alberto Beraldi y Ary Rubén Llernovoy. 

Tribunal de origen: Sala I de la Cámara Federal de Casación Penal. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Tribunal Oral en lo Criminal Federal nº 5.
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